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1.- VISTOS  

Se conoce por apelación oportunamente interpuesta y debidamente sustentada por el señor Defensor de confianza del procesado LUIS RICARDO OLIVERA PINTO, contra el fallo de condena proferido el día tres (3) de febrero del año que transcurre por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta capital, por medio del cual se le condenó como coautor material responsable en un delito de Hurto Calificado-Agravado y Porte Ilegal de Arma de Fuego, a la pena principal de sesenta y seis (66) meses de prisión, interdicción de derechos y funciones públicas por igual término, y se le negó el subrogado penal de la condena de ejecución condicional, razón por la cual se encuentra privado de su libertad.
No se detectan irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer lo actuado.

2.- HECHOS 

Fue el señor MAURICIO ANDRÉS RODAS TABORDA, en su condición de directo perjudicado, quien el pasado veinticuatro (24) de septiembre de 2004, denunció que para esa fecha a eso de las 3:30 p.m., cobró un CDT por valor de ocho (8) millones de pesos en la sede principal del Banco “Conavi” en la Plaza de Bolívar de esta ciudad, y salió en su vehículo acompañado de su señora madre hacia el barrio El Poblado. Al estacionar su vehículo, se hicieron presentes dos sujetos desconocidos en una motocicleta AX-100, cuyo prrillero descendió, le puso un arma en su cabeza y le exigió la entrega del dinero. 

Posteriormente, con ocasión de un hecho similar acaecido en el vecino Municipio de Dosquebradas, fue capturado el aquí comprometido LUIS RICARDO OLIVERA PINTO, persona esta que fue reconocido por varios ofendidos, entre ellos RODAS TABORDA, como persona partícipe en los hechos que se investigan.

3.- IDENTIDAD 

Se trata de LUIS RICARDO OLIVERA PINTO, hijo de Martha Cecilia y Luis Ernesto, natural de Cali (V.) donde nació el 28 de febrero de 1975, con 28 años de edad para el momento de los hechos, soltero, convive con su señora madre y su abuela, estudió hasta octavo grado, y reside en la carrera 11 A No 30-35 de Cali.
4.- CARGOS
La instrucción y calificación estuvo a cargo de la Fiscalía Doce Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de esta capital, autoridad que consideró pertinente proferir Resolución Acusatoria en contra de OLIVERA PINTO, a quien llamó a responder en juicio criminal por la conducta de Hurto Calificado-Agravado, descrita en el Título XII, Capítulo Primero, artículos 239,240 (por la violencia contra las personas) y 241 (por ser dos personas acordadas para el efecto), en concurso con el delito de Porte Ilegal de Arma de Fuego que consagra el artículo 365 de la misma codificación.
5.- FALLO 

El señor Juez del conocimiento, agotada la audiencia pública y a sabiendas de las pretensiones de fondo por parte de los intervinientes, decidió proferir un fallo de mérito de carácter condenatorio, para cuyo efecto dio pleno crédito al dicho del denunciante y al reconocimiento en fila de persona que a su entender se realizó con el cumplimiento de todas las formalidades legales.

Muy a pesar de la existencia de una preclusión y de una sentencia absolutoria a favor del aquí involucrado en otros procesos adelantados en su contra, sostuvo que era pertinente tener en consideración varias pruebas trasladadas para concluir acerca de que OLIVERA PINTO sí era persona acostumbrada a estos menesteres. No creyó en la exculpativa según la cual para la fecha y hora de este insuceso estuviera ejerciéndose como taxista en la ciudad de Cali (V.), a cuyo efecto hizo una exposición de las inconsistencias advertidas, las cuales hacen concluir que se trata de una salida en falso del procesado para intentar salir bien librado de esta nueva sindicación. 

6.- RECURSO

Lo sustenta el señor defensor en los siguientes términos:

El señor Juez dedujo la responsabilidad de su cliente esencialmente de la denuncia presentada por el directo ofendido y del ulterior reconocimiento en fila de personas. De igual manera, descartó la credibilidad que merecía la versión de su procurado por el hecho de existir el testimonio trasladado del señor CARLOS ALBERTO PIEDRAHITA, personaje que lo había reconocido como autor de otro ilícito similar. Pero ocurre que esas probanzas presentan notarias deficiencias que generan “un mar de dudas” que favorecen al señor OLIVERA PINTO. Ellas son:

6.1.- El denunciante RODAS TABORDA fue enfático en sostener desde un primer momento que los delincuentes se movilizaban en “una moto AX 100 azul”, acerca de lo cual fue reiterativo en ese acto. No obstante lo dicho, se terminó por indagar mediante misión de trabajo a una moto de placas ZHY-11, Yamaha color negro, la cual no tenía vinculación alguna a estos hechos. Situación extraña por demás cuando se sabe que el denunciante sostuvo no haber visto la placa. De igual forma, carece de sentido que posteriormente el mismo ofendido en el instante de la diligencia de reconocimiento en fila de personas, ya diga que no tiene certeza acerca de si la moto era azul o era negra. Y no sólo eso, sino que también el quejoso incurrió en estas otras imprecisiones: a)- Aseguró que a su señora madre también le pusieron un arma en la cabeza, cuando en su denuncia inicial sólo se refirió a un arma que tenía el parrillero quien fue la persona que descendió del vehículo y se la puso en la cabeza; b)- Habló de la devolución de sus papeles y para ello indicó que el Teniente Buitrago le envió a dos agentes para que le colaboraran, cuando dentro del expediente se observa respuesta negativa de este uniformado; y c)- No dijo nada el denunciante -como tampoco lo dijo el otro afectado- acerca de características particulares del agresor, cuando el señor OLIVERA PINTO posee “una nariz muy particular” que representa un punto necesario de referencia.

6.2.- Se hace mención del reconocimiento, pero lo que no se ha dicho es la forma en que ese reconocimiento se efectuó, pues la realidad demuestra que fueron aprehendidas dos personas por hechos similares y se aprovechó para enviar Oficio Circular a todos los demás Fiscales que tuvieran denuncias parecidas, para que se acercaran a identificar a los retenidos. Fue así como se hizo presente no sólo el aquí afectado RODAS TABORDA, sino también otra persona de nombre CARLOS PIEDRAHITA quien igualmente reconoció a su representado. 

6.3.- Ese otro señalamiento dio lugar a un proceso ante el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, autoridad más acuciosa que permitió ampliar los testimonios para allegar información acerca de la forma en que esos reconocimientos se habían hecho, y al comprobar que antes del señalamiento se le había mostrado una foto de OLIVERA a aquél ofendido PIEDRAHITA PÉREZ (según lo dijo su misma esposa), decretó una ABSOLUCIÓN a favor del procesado OLIVERA PINTO.

6.4.- Al estar demostrado que ambos reconocimientos se llevaron a cabo, curiosamente, “a la misma hora”, en el mismo lugar (Cárcel de Pereira) y asistidos por el mismo abogado, pues todos fueron citados por la Fiscalía de Dosquebradas, es de entenderse que las dos diligencias poseen el mismo vicio porque fue en esta entidad en donde “se les enseñó la foto”.

6.5.- No puede ahora el señor Juez Segundo Penal del Circuito, decir que tiene en cuenta esa prueba trasladada para enrostrársela a su cliente, no sólo porque nada tiene que ver con este asunto (derecho penal de acto y no de autor), sino porque no es verdad que exista un precedente contra OLIVERA, pues como se dijo, fue ABSUELTO.

6.6.- Tampoco está bien sostener, como se hizo por Fiscal y Juez, que no parece mera coincidencia el hecho de que contra su defendido se hallan adelantado otros dos procesos pos similares acontecimientos, cuanto uno de ellos -como ya está dicho- concluyó con absolución y el otro con resolución de preclusión de investigación, lo cual indica que no se le halló responsable en ninguna de ellas y por lo mismo no se pueden tener en cuenta para ningún efecto.

6.7.- No se puede desconocer la versión de OLIVERA PINTO, según la cual, para el día de los hechos se encontraba en Cali conduciendo un taxi de propiedad del señor PETER ALEXIS QUIÑONES, como lo corroboran las entrevistas del CTI y lo reconoce el fallo aquí recurrido. Esa labor de taxista se demostró con la licencia de conducción que es de servicio público y con el testimonio del citado QUIÑONES.

6.8.- Y, finalmente, que carece de sentido sostener, como lo hace el a quo, que el hecho de haber indemnizado perjuicios su cliente en otro asunto, sea un indicio en su contra, con el argumento de que “no es normal que un inocente indemnice perjuicios que no ha ocasionado”, pues por parte alguna la ley indica que el pago de perjuicios tenga relación alguna con la responsabilidad penal.

7.- MOTIVACIÓN

No hay lugar a discusión alguna con respecto al tipo penal por el cual se acusó y finalmente se condenó al justiciable. Se tiene esclarecido y nadie lo pone en entredicho, al menos en forma directa, que en verdad existió un latrocinio en donde figura afectado gravemente el patrimonio económico del señor MAURICIO ANDRÉS RODAS TABORDA.

La tesis abiertamente divergente que con buena carga argumentativa expone el señor apoderado, hace alusión a la no individualización apropiada de su procurado como uno de los autores materiales en este ilícito. 

Un análisis detenido de la actuación, nos lleva a decir que tiene razón el señor defensor en varias de sus afirmaciones pero en otras no:

Tiene razón: a)- En que al confrontar la denuncia con su ampliación contenida en el reconocimiento en fila de personas, pueden observarse algunas inconsistencias; y b)- En que hubo absolución en un caso y preclusión en otro de los asuntos en los cuales fue también vinculado con precedencia el aquí procesado OLIVERA PINTO.

Pero no tiene razón: a)- En que por haberse enseñado la foto de su defendido a una persona ofendida que iba a participar en un reconocimiento en fila de personas por hecho diferente, y haber operado en aquél caso una absolución, entonces necesariamente debe concluirse que al aquí denunciante también se le enseñó esa misma foto y debe dictarse igual absolución; b)- En que, dando por probado en gracia de discusión que también se le enseñó previamente la susodicha foto al señor RODAS TABORDA, por ese sólo hecho el reconocimiento perdió todo poder de convicción; c)- En que su defendido en verdad estaba en otra ciudad al momento de la comisión de estos hechos y por no tener el don de la ubicuidad le era imposible cometer esta infracción; y d)- En que los precedentes judiciales en nada lo pueden perjudicar para efectos de la responsabilidad penal en este caso concreto.
Un estudio del conjunto probatorio, como corresponde, nos lleva a concluir que sopesados los pro y los contra en cada uno de esos medios convicción, la decisión que habrá de adoptarse por el Tribunal debe ser la confirmación del fallo de condena que profirió el señor Juez del conocimiento y explicamos porqué:

Acerca de las inconsistencias

La desarmonía entre una y otra narración, no consiste tanto en contradicciones que obliguen a eliminarlas por incompatibles, como quiera que no se afirma en una lo que categóricamente se niega en la otra, se trata más bien de aclaraciones o complementaciones de algo acerca de lo cual faltó precisión por falta de un adecuado interrogatorio. Obsérvese:

Con respecto al color de la motocicleta, es cierto que en un primer momento se refirió a un color azul, pero luego aclaró que no estaba seguro de si se trataba de un color azul oscuro o si era un negro. Es evidente que a distancia es factible confundir un color azul oscuro con un color negro, dependiendo de la tonalidad o intensidad de cada uno de esos colores, o incluso de la normalidad o anormalidad del órgano de la visión del testigo.

En la denuncia se dijo textualmente que el aquí afectado iba en un carro con su señora madre y que cuando parquearon en el barrio El Poblado llegó la moto con los dos sujetos que los asaltaron. Es cierto que el quejoso sólo habló de un arma en poder del parrillero, quien fue la persona que se le acercó a ponérsela en la cabeza; situación que posteriormente complementó con el relato de que también su señora madre fue objeto de esa misma intimidación por parte del conductor de la moto. El hecho de que en un comienzo no se haya expuesto esta última situación, no significa necesariamente que no ocurrió así y que se está mintiendo. Simple y llanamente esto tiene su explicación en que la denuncia fue bien lacónica y todo se concretó a lo esencial (la violencia ejercida contra él para arrebatarle el canguro en el cual llevaba su dinero). Un mejor interrogatorio, hubiese podido aclarar, por ejemplo, que no hizo el comentario de su señora madre porque no se percató de ello en el primer instante, pero que con posterioridad su progenitora lo hizo sabedor de todo lo ocurrido. Acuérdese no más que el mismo denunciante fue claro en decir que al parrillero no lo pudo ver bien y que por tal motivo no estaba en capacidad de reconocerlo. Sea como fuere, no hay razón para pensar que había interés en mentir, pues en realidad tal situación no cambia en nada el panorama jurídico objeto de juzgamiento.

Que le hayan devuelto o no posteriormente los documentos que llevaba en el bolso, es situación intrascendente, irrelevante, hasta se observa ingenuidad por parte del denunciante en tal sentido, y un ánimo innegable en decir la verdad, pues nótese que hasta dice que no se explica cómo dieron con su dirección, pues por ninguna parte de esos documentos aparecía un dato que permitiera su ubicación y dio un dinero en compensación por tal devolución.

Que su representado tenga “una nariz muy particular” y que ese detalle no lo comentó el aquí denunciante, como tampoco lo hizo el otro ofendido, es circunstancia que no quita ni pone en este asunto, salvo que por parte del interrogador le hiciera una pregunta concreta sobre esa nariz y que en la respuesta se efectuara una descripción bien diferente a la real. Sea como fuere, es lo cierto que el denunciante, tanto en su queja como posteriormente en el reconocimiento, sí efectuó una descripción de la única persona que estaba seguro de poder reconocer. Al respecto se observa en la denuncia: “…es grueso, de 1.78 mts., piel blanca, cabello tusito, de unos 28 años, tenía camiseta blanca, jeans azules y tenis…” (fl.1 vto.), y en la diligencia de reconocimiento también dijo: “…es blanco, yo mido 1.78 mts., así como yo de alto, no tuso del todo, pero si motilado bajito, con máquina, no era gruesote, pero si gruesito, no le vi señales particulares, vestía jean y camisa blanca, entre 25 y 28 años no recuerdo, pero estoy seguro que de volverlo a ver lo reconocería…”. Al momento de la indagatoria, el ente acusador dejó consignadas las características morfológicas del inculpado en los siguientes términos: “…estatura 1.75 mts. Aproximadamente, contextura mediana, trigueño claro, motilado bajito, cejas semipobladas, ojos cafés oscuros, nariz recta, boca pequeña, labios gruesos, dentadura natural en buen estado…”. 

De lo anterior se extrae, que no hay datos opuestos entre lo que afirmó el denunciante en ambas intervenciones y los rasgos que se dejaron consignados en indagatoria; además, que ni siquiera quien hizo su descripción personal al momento de la indagatoria, resaltó como característica peculiar una nariz prodigiosa, ya por su tamaño ora por su forma, pues simplemente se le describe como una “nariz recta”. 

Para profundizar sobre este dato particular de la nariz, basta agregar que en las restantes indagatorias que el aquí sentenciado rindió en los demás procesos adelantados en su contra, se habla de una “nariz mediana” -fl.54 fte.-, o de una “nariz mediana, dorso recto, base inclinada” -fl.73 fte.-; pero además, en la descripción física que del acusado se le pidió al supuesto patrón PETER ALEXIS QUIÑONES, éste no dice nada de la susodicha nariz, hasta asegura que OLIVERA PINTO “no tiene señales particulares” -fl.61 fte.-.
Todo lo anterior nos lleva a concluir, que el afectado no está confundido y que en realidad lo de la nariz no es una característica “muy particular” que debió haber sido mencionada necesariamente en la descripción por parte del denunciante como nos lo indica la defensa. 

Reconocimiento en fila de personas

El señor defensor ha querido imponer en este caso, el mismo resultado absolutorio que se logró en un proceso decidido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta capital, en donde se dio prioridad a la presentación previa de una fotografía para desestimar el valor de la diligencia de reconocimiento por parte del denunciante -señor PIEDRAHITA PÉREZ-; pero esa postura, aunque aparentemente lógica, no tiene presentación sustancial. Por dos motivos:

a)- Se trata de una conjetura, porque el hecho de habérsele enseñado una foto al citado denunciante, no significa necesariamente que eso mismo ocurrió con el aquí ofendido RODAS TABORDA. Es posible que si, o es posible que no, se ignora la realidad de las cosas por ausencia de prueba en tal sentido. 
Para un mayor énfasis sobre el asunto, encuentra la Sala que la defensa no pidió pruebas en el juicio (ver fl. 145), como sería lo esperado si en verdad quería insistir en pruebas que demostraran que con el señor RODAS ocurrió lo mismo que con el señor PIEDRAHITA.
b)- Olvida la defensa, que para el caso del señor PIEDRAHITA no sólo pudo existir la susodicha foto, también se sabe que él refrescó la imagen de su asaltante en un video que quedó grabado a la entrada de la fábrica hacia donde se dirigía pues allí existe circuito cerrado de televisión. Siendo así, entonces también habría que decir que el hecho de haber visto el citado video contaminó o reforzó su percepción primigenia, cuando la realidad es bien diferente, pues simplemente logró ratificar lo que ya tenía registrado en su mente y nada más.
Debe sostener la Sala, de todas formas, que así se tuviera por demostrado (mediante extensión indebida), que al aquí ofendido también se le enseñó esa foto tal y como se hizo con el otro afectado, esa situación no puede conllevar aparejado per se el aniquilamiento de la versión ofrecida en tal sentido por el señor MAURICIO ANDRÉS RODAS TABORDA.

Una situación como la aquí planteada no afecta la validez del reconocimiento, toda vez que no es en sí mismo una prueba autónoma que pueda apreciarse en forma independiente, se trata por el contrario de una prolongación del testimonio de quien lo realiza el cual se entiende sometido en su estimación a las reglas de la sana crítica. 

Así se dijera que ese reconocimiento en fila de personas pierde todo crédito porque el afectado vio con antelación la foto del incriminado o a reconocer, no puede perderse de vista que con antelación fue vertido al proceso su relato en el cual  juró estar en capacidad de reconocer al responsable en caso de volverlo a ver, y esto no puede borrarse por el simple hecho de que por cualquier motivo o circunstancia, sea casual o adrede, la persona vea al posteriormente reconocido.
Comencemos trayendo a colación lo que la jurisprudencia indica acerca de no ser la diligencia de reconocimiento una prueba autónoma, y terminemos presentando lo que la misma jurisprudencia entiende acerca del relativo efecto que posee el hecho de haber visto el afectado con antelación al sujeto a reconocer, bien sea en persona o por medio de una fotografía.

La Honorable Corte Suprema de Justicia, con ponencia del Dr. Herman Galán Castellanos, proceso con radicación 15.302, sentencia de Casación Penal de mayo 29 de 2003, se pronunció así:

El reconocimiento en fila de personas con la intervención del procesado y la víctima, echado de menos por el censor para sustentar el desconocimiento del principio de investigación integral, es intrascendente. En efecto, esa diligencia constituye una unidad probatoria con la declaración rendida por quien debe participar como testigo en el reconocimiento, de tal forma que, la ausencia de esa prueba, no afecta el proceso, pues la individualización e identificación del procesado puede suplirse con lo atestiguado por el órgano de prueba.

La misma Corporación con ponencia del Dr. Álvaro Orlando Pérez Pinzón, proceso con radicación 16485, sentencia de casación penal de abril 10 de 2003, expresó:

El reconocimiento en fila de personas, aunque como acto procesal puede distinguirse del testimonio posterior, no tiene la entidad de prueba autónoma, como acontece con la inspección judicial, la pericia, los documentos, los testimonios, la confesión y los indicios. Ese registro visual del sindicado, es complemento del testimonio que sobre su base se vierte al proceso. Por ese motivo, el incumplimiento de los requisitos de forma al momento de ser practicado, no incide negativamente en la validez de la declaración subsiguiente. 

Lo que eventualmente podría tornar inválida la prueba, no sería por tanto el hecho de que el declarante ya hubiese visualizarlo al imputado por cualquier medio, sino el que el juzgador, al momento de valorar el testimonio que en él se origina, contravenga las reglas del sano ejercicio de la crítica. Al respecto también se ha sostenido:

La circunstancia de haber visto al imputado antes del reconocimiento, personalmente o a través de fotografías, no afecta de suyo la validez jurídica del reconocimiento ni lo torna ineficaz, ya que cuando ello es lo que se denuncia, la prueba será jurídicamente válida y el juez podrá valorarla, sólo que deberá tomar en cuenta los antecedentes con incidencia en su fuerza demostrativa, ya que no es lo mismo que la percepción del testigo permanezca exenta de interferencias a que haya sido reforzada con nuevas imágenes que puedan repercutir en ella”.
 

Este análisis fue ratificado por la Corte en providencia del 24 de abril de 2003, Magistrado Ponente Dr. Herman Galán Castellanos, proceso radicado al No 15.931.

Con razón, la misma alta Corporación en otra decisión de Septiembre 02 de 1998, radicación 10.106 M.P. Dr. Jorge E. Córdoba Poveda, advirtió acerca de lo inevitable que resulta en múltiples ocasiones que la víctima observe de antemano a quien va a ser reconocido, sin que quepa por ello un argumento para poner en entredicho la veracidad del señalamiento. Así reflexionó:

…cuando una persona es perseguida por la autoridad porque acaba de cometer un delito y es capturada, la simple lógica indica que, en muchas ocasiones, se hace indispensable ponerla a la vista de quienes fueron sus víctimas o de quienes presenciaron el hecho, para que manifiesten si se trata o no de su autor y así evitar la sindicación de personas inocentes…”  

De todas maneras, es lo cierto que por parte alguna se tienen elementos de juicio que nos hagan pensar que el señor RODAS TABORDA mintió en su declaración al decir que esa persona que estaba en la fila fue quien cometió el ilícito y que su intención fue acusar a un inocente. Por el contrario, desde el primer momento lo describió, fue enfático en decir que estaba en plena capacidad de reconocerlo en caso de volverlo a ver y efectivamente así procedió en el instante que se le solicitó apreciar la fila de personas. Borrar esa realidad, por el simple hecho de que un tercero (funcionario o no) de manera indebida le dejó ver su foto previamente, sería permitir que la intromisión de situaciones anormales como esta pudieran dar al traste, incluso intencional y torticeramente, con un testimonio directo y contundente como el que aquí nos ocupa.

Estar en lugar diferente para el momento del ilícito

Sobre este aspecto, la Sala no sólo encuentra totalmente válido el análisis que efectuó el señor Juez a quo  en su fallo, en cuanto a la existencia de verdaderas contradicciones irreconciliables en cuando al tiempo de vigencia del supuesto contrato de trabajo entre LUIS RICARDO OLIVERA y PETER ALEXIS QUIÑONES (acerca de lo cual curiosamente nada discute el señor defensor recurrente, como tampoco lo hace en cuanto al estudio que hizo el señor Juez de primer grado en lo atinente a los días de restricción vehicular); sino que, adicionalmente, observa necesario mencionar que el procesado fue cambiando su relato en cada una de sus consecutivas intervenciones. Así ocurrió con el nombre de su patrono, con la empresa en la cual estaba afiliado el vehículo y con el tiempo de trabajo como conductor de vehículos de servicio público. 
Nótese que esa secuencia comienza necesariamente con lo que sobre el capturado se dijo en el informe de policía que lo puso a disposición de la autoridad judicial competente. En ese reporte, visible a fl. 95 fte., se dice textualmente: “desempleado”. Lo anterior tiene relevancia toda vez que se parte del supuesto de que esos datos personales los ofrece de primera mano el aprehendido, no es invento de los uniformados. Para corroborarlo, está el hecho de que con respecto al otro retenido de nombre JOHN JAIRO LEDESMA, se dice: “obrero”; es decir, que de haber tenido OLIVERA PINTO una ocupación definida, así lo habría dicho y así hubiera quedado consignado en el reportes respectivo, tal y como se hizo para el caso de su compañero de andanzas LEDESMA CRUZ.
Precedentes judiciales

Tiene razón el señor defensor -como ya se dijo- cuando hace ver que existen dos de esos antecedentes que culminaron con decisiones que hicieron tránsito a cosa juzgada y que no es posible revivir para ningún efecto (sentencia absolutoria en el caso del asunto donde fue afectado en su patrimonio el señor PIEDRAHITA PÉREZ y preclusión de investigación en el caso donde fue ofendida la señora FRANCENIT BARTOLO LARGO).
Es esa una verdad de apuño a la cual nos debemos acoger, no cabe otra opción, muy a pesar de que fácilmente se advierta, por fuera de lo ya expresado con buen tino por el Juez a quo, que con respecto al hecho ocurrido en Dosquebradas, era indispensable abordar un análisis de fondo acerca de una retractación, pues eso y nada más fue lo que hizo la denunciante cuando finalmente no se ratificó en lo que ya había dicho a la policía y en su propia denuncia, en el sentido de reconocer al señor OLIVERA como uno de los asaltantes, quien ingresó a la entidad Bancaria donde se sacó el dinero, la siguió, y de quien finalmente se obtuvo su aprehensión al lograrse apuntar el número de la placa que en un comienzo estaba cubierta. 

En todo esto tuvo mucha incidencia, a no dudarlo, el hecho de que el mismo OLIVERA devolviera el dinero hurtado, pues al decir de la policía, él pedía que lo dejaran hablar con la afectada para devolverle lo hurtado; además, la llamada que se le permitió poco después de su captura, fue para conversar con una joven DIANA a quien le pidió que trajera el dinero hurtado para lograr su liberación. Lo que se aprecia, no es tanto que se esté deduciendo responsabilidad por el hecho de indemnizar lo no debido, sino el hecho de que el aquí comprometido realizó lo que podríamos llamar una “confesión tácita” entendida ésta por su manifestación expresa de “devolver lo hurtado”.
Así las cosas, equivocada o no tanto la absolución como la preclusión, compártanse o no tales pronunciamientos judiciales, se repite, es deber acatarlos en este momento. No obstante, olvida la defensa que esos dos precedentes no son los únicos que pesan en contra del aquí procesado. Se sabe de otra sentencia condenatoria en su contra de fecha veintidós (22) de Septiembre de 2005, precisamente por un delito de Hurto Calificado, concierto para delinquir y porte ilegal de arma, proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Ibagué (Tol.) y en la cual se le condenó a ochenta y cuatro (84) meses de prisión sin derecho a la condena de ejecución condicional. Acerca de este precedente, nada dice el señor defensor recurrente.
Este antecedente, que se estima vigente, sí tiene -contrario a lo que opina la defensa- un efecto negativo para la declaración de responsabilidad por medio del llamado “indicio de capacidad para delinquir”. Así como se ha considerado un contraindicio la buena conducta anterior del justiciable, pues la naturaleza no da saltos -natura non facit saltus-, también la mala conducta, o más que eso, la propensión o tendencia a la comisión de conductas al margen de la ley, es situación demostrativa de un conocimiento y actitud proclive a determinada infracción, en nuestro caso contra el patrimonio económico ajeno.
8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito, objeto de revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

IRMA LUCÍA LONDOÑO PATIÑO

  IVANOV ARTEAGA GUZMÁN                  

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
� C.S.J., Sentencia del 10 de Octubre de 2002, Radicado 12.619, M.P. Fernando E. Arboleda Ripoll.
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